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HORA DE UN CAMBIO CONSTITUCIONAL INFORMADO Y EFECTIVO 

El cambio constitucional en ciernes 

El país escucha de boca de muy distintos actores diversas expresiones sobre el necesario 

cambio en la Constitución Política de 1980.  Esas opiniones se refieren las más de las veces a la 

irregularidad de origen de dicha Constitución, a pesar de las muchas enmiendas de que ha sido 

objeto en los últimos años para hacerla más acorde con las necesidades del país.  O sea, ya no 

se trata de la “Constitución de 1980” de lo que se está hablando, sino de la Constitución 

vigente con sus múltiples enmiendas pero que igual ameritaría cambios profundos por su 

desactualización.  Y en ese escenario surgen las voces de políticos de peso, que plantean la 

necesidad de abordar este cambio, más no especificando los elementos componentes del 

mismo, es decir sin enumerar los vacíos o inconsistencias que tiene el texto vigente con 

relación a múltiples problemas y situaciones de la realidad nacional.  Otros plantean el 

problema de manera aún más general, en la idea de un cambio en la Constitución para dar 

solución a muchas situaciones contingentes existentes en Chile.  En esta visión problemas 

como el desprestigio de la política, la baja evaluación de los Poderes del Estado, y la práctica 

inacción del Estado en conflictos y situaciones de carácter grave en el país, son todas 

cuestiones que se superarían con la nueva Constitución.  Ninguno de estos actores, en general, 

enuncian cuáles serían los elementos componentes de la nueva norma fundamental que 

regiría a Chile. 

Se da todo este debate en ausencia de una debida información hacia la ciudadanía.  La voz de 

los “expertos” no es tampoco suficiente para llevar al chileno medio los temas que se han de 

abordar en la discusión constitucional, y los objetivos de cambio que parecen más decisivos.  

Un país que no tiene educación cívica, puesto que la misma desapareció hace algo así como 

cuatro décadas, no es un país cuya población esté preparada para discutir y siquiera entender 

las materias atingentes a un cambio en la Constitución política.  Es cierto: no podemos esperar 

que se eduque a la nueva población para entonces poder acometer la tarea transformadora, 

ya que eso sería un propósito insensato en términos de plazos y necesidades.  Pero entonces el 

país necesita conducción política clara y consistente en esta delicada materia, lo que no 

obstante choca con la baja credibilidad que tienen los actores políticos en los días presentes.  

No obstante, un planteamiento claro, con objetivos definidos, y con compromiso en términos 

de procedimientos y metas, es indispensable para tener el convencido apoyo ciudadano para 

un cambio constitucional.    

Por eso anuncios generalistas como los referidos a emprender un “proceso constituyente” o 

propuestas en el sentido de iniciar este proceso a través de “cabildos” o reuniones 

comunitarias de distinto nivel, no calan hondo en la materia de fondo que nos preocupa y 

causan un cierto sentido de escepticismo en la población, no ayudando al objetivo serio y 

comprometido de renovar nuestra institucionalidad. 



Las lecciones de la historia 

Problema que no es nuevo en nuestra tradición Republicana.  Durante las dos primeras 

décadas del siglo XX estuvo vigente el severo cuestionamiento sobre la Constitución de 1833, 

que muchos apreciaban como una especie de “camisa de fuerza” para los propósitos de 

ampliar la democracia y establecer un mejor balance entre los poderes Presidenciales y del 

Parlamento.  El Presidente Alessandri abordó este problema y dio liderazgo al camino de salida 

en forma convincente y hasta, si se quiere, impositiva.  El resultado fue una Constitución que 

cambió radicalmente varias cosas, especialmente en torno a construir una República laica, a 

dar una orientación más liberal a las instituciones y mejorar el balance entre los poderes 

Presidenciales y del  Parlamento.  Una Constitución, la de 1925, que estuvo vigente hasta 1973 

y que posiblemente aún lo estaría de no ser por el rompimiento institucional.  Con una 

Asamblea Constituyente sui generis, pero con un enorme liderazgo y la disposición a pagar 

significativos costos políticos, como de hecho hubo de hacerlo el propio Presidente Alessandri, 

la Constitución salió adelante y el cambio se hizo sostenible. 

Posiblemente ese ejemplo es trasladable a nuestro problema presente en dos respectos 

fundamentales.  Por una parte, porque el proceso necesita de un fuerte liderazgo político, de 

un profundo convencimiento acerca de las ideas matrices que deben orientar el cambio en la 

Constitución.  Segundo, porque, como hoy día, la cobertura de la educación era baja en 

general y no existía la cultura cívica necesaria.  Pero un liderazgo convincente y cercano, 

fueron las claves para salir adelante con un proceso complejo que en la época nadie estaba 

dispuesto a asegurar como iniciativa factible.   La complejidad del problema presente hace que 

muchos hablen no de una reforma a la Constitución, que acotaría el problema a ciertos 

acuerdos que innoven en el contenido, sino de una nueva Constitución, que significa parir de 

“fojas cero” y elaborar una nueva Carta.  Para esto, la Constitución de 1980 carece de 

legitimidad, y contamina el debate de fondo por los aspectos de forma,  Por ello sería 

prudente que el país “vuelva” a la Constitución vigente en 1973 (la del año 1925) para que se 

constituya en la base fundante del proceso.  Esto requiere una firme determinación que, 

nuevamente, debe ser liderada con convencimiento y fuerza.    

Temor al conflicto y persistente compás de espera 

La Constitución no cambia en todo lo fundamental que debiese por temor al conflicto, y 

también por desconfianza sobre quienes desean levantar más conflicto del necesario. Eso ha 

provocado un incómodo inmovilismo del cual es necesario salir. Por eso es importante precisar 

el ámbito de cambio que se postula y determinar el mecanismo que se utilizará para reformar 

la actual Constitución o escribir un nueva.  Pero tras esto debe subyacer una propuesta y un 

liderazgo que la avale en un mapa definido de temas. Por ejemplo, para la sostenibilidad de la 

democracia es vital transformar los quórums inalcanzables para llevar adelante ciertos 

acuerdos o cambios en el Congreso nacional; pero tampoco se puede dejar sin quórums 

relevantes que impidan que minorías circunstanciales cambien cuestiones fundamentales.  

También es cierto que mucho quieren una Constitución “detallista”, esto es que consulte 

materias que pueden incluso invadir el campo de las leyes.  También debe definirse el alcance 

de nuevas normas constitucionales en el tema de la regionalización y autonomía de las 

regiones, del mismo modo como debe reafirmarse la existencia activa del Estado laico que 



incluía la Constitución de 1925. Y asimismo las nuevas normas sobre el estatus jurídico de la 

familia, sobre el rol del Tribunal Constitucional, sobre la propiedad y concesión de los recursos 

naturales, sobre la existencia eventual de un estado plurinacional, etc.  Resulta claro que el 

debate Constitucional se de en torno a propuestas, ideas matrices que deben elaborarse para 

guiar la decisión ciudadana.  Chile no ha llegado aún a esa etapa, y se mantiene en una más 

general referida a la deseabilidad de un cambio Constitucional, impreciso en su contenido 

específico. Hay un compás de espera que suena a irritante o a poco sostenible. 

El mecanismo para el cambio 

El problema se ha centrado en el mecanismo para proceder a la reforma que se desee.  

Muchos hablan de plebiscitar y otros de una Asamblea Constituyente, o de una mezcla entre 

ambos mecanismos la cual dependerá de definiciones específicas tales como: las normas para 

someter a plebiscito, los quórums requeridos para los acuerdos y pronunciamientos, las 

normas para le elección de dicha Asamblea, las incompatibilidades y los mecanismos para que 

dicha Asamblea pueda concluir con resultados válidos. Otros sostienen que esta 

responsabilidad debe recaer en el Congreso Nacional, por cierto elegido de acuerdo a las 

nuevas normas post binominal y con miembros que no hayan estado sometidos a acusaciones 

o juicios.  Finalmente otros postulan un mecanismo combinado, en el que sea el Congreso el 

que delibere y se pronuncie sobre un texto propuesto, a su vez, por una Asamblea 

Constituyente. 

Lo importante es que haya propuestas específicas en la temática de fondo.,  Que se pueda 

descender del nivel de debate sobre el conflicto respecto de este tema, y se pueda postular 

algunas ideas para alimentar el juicio de la ciudadanía.  Para esto es necesario liderazgo y 

convicción, para que así el proceso tenga una guía convincente que es cada vez más difícil en el 

actual ambiente de cuestionamiento a políticos, autoridades y poderes del Estado. Parecemos 

estar aún lejos de esos ánimos, y sometidos al riesgo de sacar adelante procesos incompletos o 

débiles que extiendan en el tiempo el imprescindible debate constitucional. 


